	Fecha
	26 de diciembre de 1988
	Sesión número
	106

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Jonathan Riverson Castillo

	Tutelado: Pedro Delgado Monzón

	Recurrido: Juez Quinto Penal de San José

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la detención de tutelado, aduciendo que se violentan normas del Tratado de Extradición con EEUU.

	Respuesta del recurrido: La deportación está ordenada, y con ella la detención; y se ejecutará en cuanto sea levantado el impedimento.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada). VS de los Magistrados Coto, Houed, González y Garro.


N° 106
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del veintiséis de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Chacón, Arias, Zamora, Arce, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y del Suplente licenciado Joaquín Garro Jiménez, en reemplazo del licenciado Eduardo Ching Murillo que se acogió a la jubilación a contar del dieciséis de este mes.

Artículo XV
El señor JONATHAN RIVERSON CASTILLO, en escrito recibido el dieciséis de este mes, planteó en su favor un nuevo recurso de Hábeas Corpus, y para fundamentarlo adujo que dese el veinticinco de noviembre próximo pasado se le privó de su libertad por haber ingresado ilegalmente al país, y que en la actualidad permanece recluido en el Centro Regional de San Luis de Santo Domingo de Heredia. Dice el recurrente que la privación de libertad de que es objeto se torna arbitraria e ilegal frente a lo que disponen el artículo 48 de la Constitución Política, a la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, del que Costa Rica forma parte, porque aun cuando esta Corte ha resuelto que la reclusión “es la única forma de garantizar su expulsión del país por considerársele una amenaza a la seguridad del Estado, y ha recomendado que en el menor tiempo posible se proceda a su deportación”; con esa doctrina no sólo se convierte en un preso sin condena, sino que además hace incurrir a nuestro país en responsabilidad internacional por violarse en su caso los Derechos Humanos.
El licenciado Carlos Arturo López Arce, Director General de Migración y Extranjería, informó que el señor Jonathan Riverson Castillo ingresó por segunda vez al territorio nacional, de manera ilegal, en noviembre de mil novecientos ochenta y siete, por lo que se dispuso deportarlo, según resolución del veintiuno de noviembre de dicho año, y agregó el informante que se ha mantenido esta medida por cuanto el recurrente presenta antecedentes delictivos que lo hacen peligroso e inconveniente para la seguridad y el orden público; que la dependencia a su cargo ah realizado múltiples gestiones ante Gobiernos amigos con el propósito de dar cumplimiento a la deportación, pero que como el señor Castillo no posee documentos que lo identifiquen y se niega a aportar detalles de su personalidad, estas peticiones han sido rechazadas. Por último, el licenciado Arce López puso de manifiesto que el señor Riverson goza de confianza en el Centro donde se halla recluido, pues se le permite salir todos los fines de semana y días feriados, no obstante que considera la inconveniencia de que se le ponga en libertad.

Se tiene a la vista el expediente que formó la Dirección General de Migración y Extranjería en relación con el caso del señor Riverson Castillo, en el cual constan las actuaciones de que dio cuenta el titular de esa dependencia; y a folios 89 a 92 obra el oficio 218-88-DJ, fechado el 5 de agosto de este año, en que el señor Director de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores le señala al Director General de Migración que la detención del recurrente viola las convenciones sobre Derechos Humanos, y que tratándose de un apátrida, se está en el deber de otorgarle un documento de viaje.

Previa deliberación, se dispuso: declarar sin lugar el Hábeas Corpus, pues tratándose de extranjeros que se encuentran ilegalmente en el país, la detención constituye el medio físico para asegurar la expulsión, medida que ya fue ordenada por la Dirección de Migración y Extranjería, pero que aún no se ha ejecutado por los motivos que indicó el licenciado López Arce.

Así votaron los Magistrados Blanco, Cervantes, Chacón, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ramírez, Guzmán y Gamboa. Los Magistrados Arroyo y Arias votaron en el sentido apuntado, al tiempo que acordaron reiterarle atenta recomendación a esa dependencia administrativa para que realice todas aquellas gestiones que estén a su alcance, tendientes a ejecutar en el menor tiempo posible la deportación del señor Riverson, a fin de no prolongar innecesariamente su detención.

Los Magistrados Coto, Houed, González y el Suplente Garro Jiménez se pronunciaron por declarar con lugar el recurso, pues consideran que el señor Riverson Castillo se encuentra sometido a proceso por el hecho previsto en el artículo 88 de la Ley de Migración y Extranjería, que sanciona con prisión de seis meses a un año al que ingresare después de haber sido deportado o expulsado anteriormente. En esas condiciones, y no existiendo orden de detención dictada por la autoridad judicial que conoce del asunto, no procede mantener detenido al señor Riverson, y por ello debe declararse con lugar el Hábeas Corpus.
El Magistrado González consideró además lo siguiente: “Como lo he expuesto en anteriores casos, comparto el criterio de la mayoría al considerar que la detención es el medio para hacer efectiva la expulsión de un extranjero del país; pero esa detención es para proceder a ejecutar esa medida, y no para prepararla. En el presente caso, la situación es más gravosa, pues según señala el Director General de Migración y Extranjería, se ha ‘…realizado múltiples gestiones a Gobiernos amigos, a fin de que el señor Riverson Castillo sea aceptado, pero en razón de que el mencionado extranjero no posee documentos que lo identifiquen y se niega a aportar detalles de su personalidad, estos países han rechazado las solicitudes nuestras…’ lo que significa que permanecerá recluido no se sabe por cuántos años más. Sobre ello el Director de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores de nuestro país, en nota 218-88-DJ del pasado 5 de agosto, le señala al Director General de Migración que la detención del recurrente viola las convenciones sobre Derechos Humanos, y que tratándose de un apátrida, estamos en el deber de otorgarle un documento de viaje. Los datos personales podrían extraerse de los que existen en el expediente administrativo, donde está incluso la copia del pasaporte provisional que le extendió el Consulado General de El Salvador en Costa Rica cuando el recurrente fue expulsado la primera vez. Por otra parte, no es atendible el argumento que pretende fundamentar la detención del recurrente en su excesiva peligrosidad; primero, porque de acuerdo con nuestra Constitución Política, la peligrosidad no puede constituir fundamento para privar de la libertad personal a un sujeto; y segundo, porque esa afirmación es contradictoria, ya que por un lado se señala que el recurrente es sumamente peligroso para la seguridad nacional, y por otro se indica que—con anuencia de las autoridades de Migración—goza de permisos de salida del centro penitenciario todos los fines de semana, permaneciendo en un estado de semi-libertad (Régimen de Confianza). En síntesis, no pudiendo ejecutar la expulsión en un plazo razonablemente corto, la detención se torna en ilegal y por ello debe declararse con lugar el recurso”.
